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III. Fundamentación. -   

Tanto la  propiedad y la posesión dentro de la legislación y todo lo que emana de 

ellas, han sido objeto de conflictos que como bien conocemos, terminan 

vulnerando derechos. Y para asumir alguna protección jurídica en el caso que 

nos compete sobre el desalojo por ocupación precaria, debemos acogernos a 

las normativas más idóneas, siendo el Cuarto Pleno Casatorio una laboriosidad 

judicial cuya esencia está inspirada en el artículo 911 de nuestro Código Civil 

que refiere que la posesión precaria es la que se ejerce sin título alguno o cuando 

el que se tenía ha fenecido. Esta posición nos brinda una óptica distinta a la 

mencionada problemática con el afán de resolver problemas de carácter 

interpretativo, los cuales  van a surgir en los procesos de desalojo por ocupante 

precario. Entonces, su finalidad es determinar quién tiene mejor derecho a 

poseer, expulsar a aquel ocupante del inmueble por las causales establecidas 

en la ley y reponer en la posesión a su dueño o a quien tiene derecho a él. El 

magistrado Lama More señala “El Pleno Casatorio reconoce que el desalojo por 

precario es una acción en el que –en la vía sumarísima– se controvierte el 

derecho a la posesión del bien que está en poder del demandado; deja claro que 

en este caso el derecho en disputa no será la propiedad, sino el derecho a 

poseer; esto resulta relevante pues el debate y la prueba del derecho posesorio 

que invocan las partes, debe ser directo y de rápida probanza; el sumarísimo 

aleja la complejidad del debate y de la prueba” (2013, p. 34).   

El Cuarto Pleno Casatorio Civil tuvo como antecedente la casación 

21952011Ucayali, sobre proceso de desalojo por ocupación precaria.    

IV. Objetivos. –   

-Establecer que, conforme al artículo 911 del Código Civil, mediante la pretensión 

de desalojo por ocupación precaria, la parte demandante consiga su derecho a 

la restitución del bien inmueble, y en lo que concierne al demandado, si este 

cuenta con un título que acredite su posesión.    
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-Determinar si el debido proceso y los principios pertinentes se han cumplido e 

identificar si los fallos de las sentencias que se han emitido fueron debidamente 

motivadas, cumpliendo con las expectativas de un proceso conforme a la ley.   

V. Indicadores de logro de los objetivos. –   

   

Principio del Debido   

Proceso   

Principio de legalidad   Principio a la motivación de 

las resoluciones judiciales   

Intenciones   Concreciones   Evidencias   

Se convalidó mediante el  
razonamiento  

lógico jurídico 
que la resolución 
de primera 
instancia  
estuvo   

debidamente  

fundamentada 

con los 

requerimientos 

conforme a ley.   

A través de los derechos 

fundamentales de los 

ciudadanos de nuestra  

Constitucion Política, artículo 

2º, inciso 24, literal d), se ha 

cumplido con las garantías 

constitucionales.   

De acuerdo a los principios y 

derechos de la función 

jurisdiccional, señalado en el 

artículo   

139 inciso 5 de la   

Constitución  Política  del 

Estado,  la  resolución 

 de primera  instancia 

 ha  sido 

debidamente motivada.   

La resolución de primera 

instancia no ha tenido 

contravención al debido 

proceso, por ende, al ser 

impugnada, no carece de 

motivación aparente o 

defectuosa.   

Mediante la resolución de 

primera instancia la justicia ha 

sido imparcial, reivindicando el 

derecho quebrantado hacia la 

parte demandante.   

Se ha compuesto una  

correcta fundamentación en la 

sentencia de primera 

instancia por la cual, se 

proporciona de certeza a la 

controversia de las partes en 

conflicto.   

Respecto a la sentencia 

de segunda instancia 

encontramos una 

carencia de conexión, 

cuando se infringe la 

finalidad de los medios 

probatorios y que estos 

sean valorados por el 

juez de forma conjunta,   

Se ha infringido el derecho a la 

propiedad que es la facultad 

jurídica que permite usar, 

disfrutar, disponer y reivindicar 

un bien. Esta debe ejercerse 

en armonía con el interés   

La resolución de segunda 

instancia ha omitido el 

mandato testamentario de los 

causantes quienes han 

determinado de forma 

transparente y concisa la 

parte que le pertenece al 

demandante.    

al no estimar la prueba 

ofrecida.   

social y dentro de los límites de 

la ley.   

  

En la sentencia de 

segunda instancia se ha 

evaluado someramente 

el testamento concedido 

por los padres del 

recurrente en relación a 

En la segunda instancia no se 

aplicó de forma pertinente el 

artículo 938 del Código Civil, 

que nos indica que el 

propietario de un bien adquiere 

por accesión lo que se une o 

La resolución de segunda 

instancia carece de motivación 

interna del razonamiento. 

Aquello determina la 

continuación del proceso.   
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los argumentos de los 

demandados.   

adhiere materialmente a él, 

violando el principio de 

legalidad.   

En la sentencia de 

segunda instancia se 

observa un ejercicio  

Con la resolución de segunda 

instancia se faculta al 

demandado hacer uso y  

El órgano de segunda 

instancia no interpreto las 

normas y las pruebas del 

presente proceso y  

abusivo del derecho 

previsto en el artículo II del  

Título Preliminar del 

Código Civil. No hay 

justicia con criterio 

equitativo, hay mala 

interpretación del artículo 

911 del Código Civil y una 

inadecuada valoración de 

los medios probatorios.   

disfrute de un bien que no le 

pertenece, constatando la 

ilegitimidad de ocupación en 

una propiedad ajena.   

con ello, emitió una resolución 

adolecente de sentido jurídico, 

lo cual atenta contra el 

derecho  del demandante.    

VI. Descripción del contenido.-    
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CAPITULO I: Derecho Civil Desalojo por ocupación precaria   

   

A. HECHOS DE FONDO        1. IDENTIFICACION DE HECHOS RELEVANTES   

   

   1.1   Demanda   

Siendo el 16 de marzo de 2015 el demandante Héctor Quise Ríos 

interpuso demanda de desalojo por ocupación precaria contra los 

esposos Víctor Raúl Espinoza Calderón y Luisa Olivares de 

Espinoza, con el pedido expreso que los mencionados entreguen 

en óptimas condiciones el bien que ocupan y que se le otorgue la 

restitución de la posesión de cuatro habitaciones, un patio, cocina 

y baño, ubicados dentro del inmueble de su propiedad señalado 

como sub lote 4 o como Avenida Capitán Novoa N° 107, inscrita 

en la partida N° P06263040 de los Registros Públicos de esta 

ciudad, los cuales son ocupados por los demandados de manera 

precaria.   

El recurrente hace mención que los demandados ocupan el 

inmueble de su propiedad, sin que les asista ningún derecho y sin 

realizar pago por concepto alguno, por lo que señala a los 

demandados como ocupantes precarios, ya que han hecho un uso 

indebido del inmueble, ocasionándole daños y perjuicios al privarlo 

de su derecho de usufructuar la parte del bien que ocupan, lo que 

tiene que ser resarcido convenientemente con expresa condena 

de costas y costos del proceso.     

El demandante refiere haber realizado gestiones para lograr la 

entrega de lo que le pertenece, invitando a los demandados a una 

conciliación, en la cual no se obtuvo ninguna solución conciliatoria, 

porque los demandados alegaron situaciones distintas a la materia 

controvertida. Posteriormente, el recurrente les cursa una carta 

notarial y tampoco obtiene respuesta por parte de ellos y al agotar 

las posibles vías, interpone la demanda.   

   

   



   
1

0 

  

   

Fundamentos de derecho   

   

Constitución Política del Perú. –    

   

- Artículo 2, inciso 14 concordante con el inciso 16, que reconoce 

como derecho de la persona el de contratar libremente, con 

sujeción a la ley y respeto al orden público y así acceder a la 

propiedad inmueble.   

   

-Artículo 139, inciso 3, La observancia del debido proceso y la 

tutela jurisdiccional.   

   

Código Civil. –   

   

-Artículo 911 que señala: “La posesión precaria es la que se ejerce 

sin título alguno o cuando el que se tenía ha fenecido”.   

   

-Artículo 923 que señala: “La propiedad es el poder jurídico que 

permite usar, disfrutar, disponer y reivindicar un bien. Debe 

ejercerse en armonía con el interés social y dentro de los límites 

de la ley”.   

   

Código Procesal Civil. –    

   

- Artículo 546, inciso 4), que precisa la vía procedimental del 

desalojo.    

   

- Artículo 547, que establece la competencia jurisdiccional en los 

casos de desalojo por ocupación precaria.    

   

- Articulo 585, que establece la restitución de un predio se 

tramita con arreglo a lo dispuesto para el proceso sumarísimo y 

las precisiones indicadas en este Subcapítulo.   
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1.1.1. Ampliación y modificación de demanda    

   

   

El 29 de abril de 2015, mediante resolución N° 1, el juez titular 

de la Corte Superior de Arequipa declara inadmisible la demanda 

que contiene la pretensión de desalojo por ocupación precaria 

interpuesta por Héctor Quispe Ríos, debiendo subsanar los 

defectos advertidos en dicha resolución.   

   

El 15 de mayo de 2015, el recurrente Héctor Quispe Ríos, dentro 

del plazo legal cumple con subsanar los defectos advertidos por 

el despacho judicial, anexando los medios probatorios 

pertinentes.    

   

El 6 de junio de 2015, mediante resolución N° 2 el juez resuelve 

admitir la demanda interpuesta por Héctor Quispe Ríos que 

contiene la pretensión de desalojo por ocupación precaria en 

contra de Víctor Raúl Espinoza Calderón y Luisa Olivares de 

Espinoza, en la vía del proceso sumarísimo por haber ofrecido 

los medios probatorios omitidos, trasladando la demanda para 

su contestación.   

   

1.2. Contestación de la demanda   

   

El 23 de julio de 2015, los demandados Víctor Raúl Espinoza 

Calderón y Luisa Olivares de Espinoza contestan la demanda 

con el propósito de que el juez la declare improcedente o 

infundada, manifestando que el demandante no es el único 

propietario del inmueble materia de la presente pretensión de 

desalojo, pues asumen su condición de copropietarios junto con 

el recurrente, siendo así que los demandados presentan 

documentos que han sido celebrados de mutuo acuerdo donde 

existe la  constancia sobre los porcentajes fijados 
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oportunamente, pero no lo ocupan sin tener derecho alguno, 

siendo el concepto de precarios una mala interpretación del 

demandante; y que tampoco es cierto que estén ocasionando 

daños o perjuicios al demandante y que es lo contrario puesto 

que la presente demanda tiene el objetivo de encubrir la realidad 

jurídica que acontece y los antecedentes respecto de la 

propiedad y posesión del inmueble.    

   

Los demandantes señalan que con el hermano del demandante 

Percy Quispe Ríos, celebraron un contrato privado denominado 

Transferencia de Acciones y Derechos Hereditarios, con fecha 

ocho de junio del 2013 por el cual este nos ha vendido un 25% 

de sus derechos y acciones sobre el inmueble, por lo tanto, no 

solo serían inquilinos, sino que han llegado a constituirse en 

copropietarios del mismo.   

A pesar de los intentos conciliatorios, estos no tuvieron éxito por 

la negativa de parte del recurrente a conseguir un enmiendo 

legal y que únicamente desea imponer su posición, 

desestimando los derechos de los demandantes y mostrando 

desde un principio sorprender a la autoridad jurisdiccional.    

   

Fundamentos de Derecho   

   

Código Civil. –   

   

Articulo 969 manifiesta que hay copropiedad cuando un bien 

pertenece por cuotas ideales a dos o más personas.   

   

Artículo 140 dice que el acto jurídico es la manifestación de 

voluntad destinada a crear, regular, modificar o extinguir 

relaciones jurídicas…”   
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Articulo 143 (Principio de Libertad de Forma) dice que cuando la 

ley no designe una forma específica para un acto jurídico, los 

interesados pueden usar la que juzguen conveniente.   

   

Artículo 1529 señala que Por la compraventa el vendedor se 

obliga a transferir la propiedad de un bien al comprador y éste a 

pagar su precio en dinero.    

   

   

1.2.1. Reconvención    

   

No hubo.   

   

   

1.2.2. Contestación del Codemandado    

   

No hubo   

   

    

1.3. Concordancia y contradicciones entre los hechos 

afirmados del demandante y los codemandados   

   

   

   1.3.1.   Concordancias    

   

   

-Ambas partes, tanto el recurrente como los demandados se 

atribuyen la propiedad del inmueble; el demandado alega que es 

el propietario del terreno en disputa al contar con la Partida N° 

P06263040 inscrita en los Registros Públicos de esta Ciudad, 

sustentada con la Copia Literal otorgada por la Zona Registral 

N° XII-Sede Arequipa.   

En tanto, los demandados argumentan que cuentan con 

documentos que justifican su posesión y que el demandante 

tiene perfecto conocimiento pues refieren que desde la época 

del padre del demandante ellos eran inquilinos.   

   



   
1

4 

  

-Héctor Quispe Ríos, en su calidad de demandante coincide 

tanto en el acta de conciliación, como en la carta notarial su 

petición pacifica de que los demandados realicen la 

desocupación de su bien inmueble, advirtiéndoles que de lo 

contrario iniciara acciones legales que acarrean gastos 

económicos, pérdida de tiempo entre otros; primeramente, los 

demandados desestimaron dicho medio alternativo de 

resolución de conflictos por falta de acuerdo y no hallar ninguna 

fórmula de conciliación, alegando situaciones distintas a la 

materia controvertida y de igual modo, no respondieron la carta 

notarial que el recurrente les curso, lo que en consecuencia 

conlleva a Héctor Quispe Ríos a interponer la demanda de 

desalojo por ocupación precaria.    

   

-Tanto en la carta notarial, como en la conciliación que el 

recurrente les dirigió, se señala expresamente que se pone fin al 

arrendamiento, lo que les resulta perjudicial porque no tienen la  

calidad de copropietarios y la mejor alternativa era defender la 

vigencia del contrato de arrendamiento, a pesar de que este 

hubiese concluido con la invitación a conciliar.   

   

      

   1.3.2.   Contradicciones   

   

-El demandante Héctor Quispe Ríos argumenta que es el 

propietario legal del inmueble y que los implicados tienen la 

condición de precarios, porque no gozan de ningún derecho 

porque no pagan suma alguna por concepto de arrendamiento.  

Por su parte, los demandados sostienen que no son precarios, 

sino que más bien, tienen la condición de copropietarios junto al 

señor Percy Quispe Ríos y el recurrente, al afirmar que tienen un 

contrato privado denominado transferencia de acciones y 
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derechos hereditarios, con el cual este les vendió un 25% de sus 

derechos y acciones sobre el inmueble, por lo tanto, no solo 

serían inquilinos, sino que han llegado a constituirse en 

copropietarios del mismo.    

   

-En su contestación de la demanda los demandados han 

señalado que no solo son arrendatarios, sino también 

copropietarios del inmueble; encontrándose que en su recurso 

de casación manifiestan que ya no tenían la calidad de 

arrendatarios, lo que resulta contradictorio. Los demandados no 

cuentan con título que justifique su posesión en el inmueble.    

   

-El juez observa que si los demandados alegan que ya 

ostentaban derechos de propiedad sobre el bien que ocupan, no 

resulta coherente que los mismos hayan proseguido pagando el 

alquiler por dicho bien si ya eran propietarios, lo que evidencia 

que los demandados vienen ocupando el bien de propiedad del 

demandante de forma infructuosa, como se advierte en la 

inspección judicial que para llevarse a cabo, se tuvo que ingresar 

por la calle Capitán Novoa, dejando constancia de que el bien 

inspeccionado no tiene salida a la avenida República.   

   

1.4. Órganos jurisdiccionales    

   

1.4.1. Sentencia de Primera Instancia    

   

Con fecha 26 de junio del 2016, la Corte Superior de Arequipa, 

a través de la resolución N° 13, emitió sentencia declarando 

infundada la demanda de desalojo por ocupación precaria, 

interpuesta por Héctor Ríos Quispe contra Víctor Raúl Espinoza 

Calderón y Luisa Olivares de Espinoza en consecuencia se 

ordena la devolución de los anexos a las partes, una vez 

consentida o ejecutoriada la presente.    
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   1.4.1.1.  Hechos tomados en cuenta por el Juez Civil.   

   

Al respecto, los hechos relevantes analizados por el operario 

jurídico y que determino su decisión son:   

En la resolución N° 1, el juez llega a determinar que la demanda 

interpuesta por el recurrente Héctor Quispe Ríos no ha cumplido 

con los requisitos formales generales que conforman el 

presupuesto procesal de la demanda en forma, por lo cual 

advierte:    

   

-El recurrente adjunta la partida registral PO6263040, sin 

embargo no puede corroborar que corresponda al bien ubicado 

en la Av. Capitán Novoa 107, por lo que deberá adjuntar 

documento que le permita identificar el inmueble ubicado  en la 

mencionada dirección.   

   

-Se advierte que el domicilio del demandante es el mismo que 

estarían ocupando los demandados, debiendo precisar lo 

pertinente, o adjuntar un croquis para determinar el bien que 

ocupan los demandados, a efectos de garantizar un 

emplazamiento valido y evitar nulidades procesales.   

   

-No ofrece medio probatorio pertinente a efectos de acreditar la 

posesión de los determinados ambientes ni a sus ocupantes.   

   

-No precisa su domicilio electrónico de conformidad del artículo 

424 numeral 2 del Código Procesal Civil, el cual señala como 

requisito de la demanda, que el nombre, datos de identidad, 

dirección domiciliaria, domicilio procesal del demandante y el 

domicilio procesal electrónico, constituido por la casilla 
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electrónica asignada por el Poder Judicial de acuerdo a la Ley 

30229.   

   

-De conformidad de la Resolución Administrativa N° 

0252012CE-PJ el abogado que suscribe la demanda debe 

adjuntar la respectiva constancia de habilitación.   

En tal sentido se advierte que la demanda interpuesta y sus 

anexos, no satisfacen las exigencias formales del inciso 1 del 

artículo 426 del Código Procesal Civil, que señala que: El Juez 

declara inadmisible la demanda cuando: No tenga los requisitos 

legales, por lo que debe concederse un plazo razonable para 

subsanar tales deficiencias. Por estas razones es que el juez 

declara inadmisible la demanda para que el recurrente pueda 

subsanar los defectos advertidos.    

   

   1.4.1.2.  Hechos no tomados en cuenta por el Juez Civil   

   

-El juez no ha tomado en cuenta los supuestos de posesión 

precaria decretados como doctrina jurisprudencial en el IV Pleno 

Casatorio Civil y lleva a cabo un defectuoso escrutinio de los 

medios probatorios.   

   

   

   1.4.2.   Sentencia de la Sala Superior – Segunda        

Instancia   

   

Con fecha 15 de enero de 2018, mediante resolución N° 22, la 

Primera Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Arequipa, 

resolvió declarar fundado el recurso de apelación interpuesto 

Héctor Quispe Ríos contra la sentencia contenida en la 

Resolución N° 13 del 26 de junio del 2016; la cual revoca la 

sentencia de primera instancia N° 040-2017-CI, de fecha 26 de 

junio de 2016, que declaró infundada la pretensión de desalojo 

por ocupación precaria; en consecuencia, resolvió declarar 
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fundado el recurso de apelación interpuesto Héctor Quispe Ríos, 

y reformándola, declaró fundada la demanda interpuesta por el 

recurrente en contra de Víctor Raúl Espinoza Calderón y su 

esposa. En consecuencia se ordena que los demandados 

desocupen y restituyan a favor del demandante la posesión del 

inmueble con costas y costos.   

    

   1.4.2.1.  Hechos tomados en cuenta por la Sala Civil.   

   

-El juez desarrolla una nueva valoración tanto de los medios de 

prueba como de los hechos fundamentados por las partes, y 

concluye que la sentencia de primera instancia tiene que ser 

revocada en todos sus extremos, realizando con buen juicio una 

correcta y precisa valoración de los medios probatorios y 

también de las argumentaciones de ambas partes. La razón es 

que al admitir un medio de prueba, el juez se ve en la obligación 

de analizar que todos los medios probatorios logren su finalidad 

y la idoneidad se refiere a la esencia de la prueba para evidenciar 

su pretensión. Del mismo modo, el medio probatorio debe ser 

capaz de ser convincente, que no dé lugar a ninguna duda; que 

posea pertinencia, es decir, que tenga una relación directa con 

el hecho investigado y que tenga idoneidad legal para probar el 

hecho. Al respecto debemos precisar que el artículo 188 del 

Código Procesal Civil, establece que: “Los medios probatorios 

tienen por finalidad acreditar los hechos expuestos por las 

partes, producir certeza en el Juez respecto de los puntos 

controvertidos y fundamentar sus decisiones”.    

  

   

   1.4.2.2.  Hechos no tomados en cuenta por la Sala Civil   

   

-El juez de primera instancia cometió el error al señalar que los 

demandados, junto al demandante y su hermano, tenían la 

calidad de copropietarios del sub lote 4-A. El juez no se percató 
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que al momento de la transferencia de propiedad que es 

celebrada entre los demandados y Percy Quispe Ríos, ya se 

había realizado la subdivisión del terreno; por ende, ya no existía 

la copropiedad entre Héctor Quispe Ríos y su hermano. Por ello, 

resulta inexacto afirmar que el demandante contaba con 

derechos de propiedad en relación al inmueble de su hermano. 

De este modo, desvirtúa la imputación de posesión precaria de 

los demandados.   

  

   

   1.4.3.   Sentencia de la Corte Suprema – Casación    

   

El 12 de febrero del 2018, los demandados interpusieron recurso 

de casación contra la sentencia de vista que revocó la sentencia 

de primera instancia y declaró fundada la demanda de desalojo 

por ocupación precaria. Asimismo, precisan que la pretensión del 

recurso es tanto de carácter anulatorio como revocatorio, siendo 

la de carácter anulatorio la pretensión principal al contener 

infracciones normativas procesales que afectan el debido 

proceso.    

  

   

   1.4.3.1.  Hechos tomados en cuenta por la Sala Suprema.   

   

-Los demandados fundamentan su recurso de casación 

señalando que existen infracciones normativas de carácter 

procesal que afectan al debido proceso, al referirse a un proceso 

de desalojo por ocupación precaria, la carga de la prueba recae 

en el demandante, porque no solo debe demostrar la propiedad 

del terreno, también debe acreditar lo concerniente a la 

edificación, cuya viabilidad es correspondiente a una 

declaratoria de fábrica.   

   

-En cuanto a la valoración de la prueba, el juez verifica que los 

demandados manifiestan que han ingresado al inmueble en el 
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año 1989, lo que se puede consignar a través del contrato de 

arrendamiento y unos recibos que constatan los pagos. En 

cuanto a la liquidación de condominio realizada por los 

hermanos Quispe Ríos, no se consigna la existencia de las 

habitaciones que ocupan los demandados, lo cual, solo acredita 

el derecho de propiedad sobre los inmuebles, pero no de las 

construcciones realizadas.   

   

-También el juez toma en cuenta que los demandados indican 

que existen incumplimientos de la norma de carácter material 

señalando que empezaron ocupando una parte del inmueble, en 

mérito del contrato de arrendamiento celebrado con el padre del 

demandante, Pedro Quispe Guerola, y que luego de su 

fallecimiento, el contrato de arrendamiento se convirtió en uno 

de duración indeterminada, con el cual afirman poseer la calidad 

de copropietarios del inmueble con el aval del documento de 

transferencia de acciones y derechos hereditarios, adquiriendo 

de este modo, el 25% de los derechos de propiedad del 

inmueble, desmintiendo su posición de precarios.    

   

   

   1.4.3.2.   Hechos no tomados en cuenta por la Sala   

Suprema   

   

No fue tomado en cuenta que el demandante no tiene la 

obligación de acreditar la titularidad de las edificaciones 

construidas en su inmueble para que proceda la acción de 

desalojo. La sentencia de vista sí estuvo bien motivada, otra vez 

los demandados reiteran no ser poseedores precarios, al ser 

copropietarios del inmueble; lo que no tienen en cuenta que la 

copropiedad a la que ellos se amparan, no recae sobre el 

inmueble materia de desalojo, sino del inmueble colindante sub 

lote 4-A, lo que queda acreditado en la sentencia de vista y 
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confirma la correcta motivación. Los demandados no ostentan 

un título que justifique su posesión en el inmueble.    

   

-Termina siendo irrelevante que exista o no declaratoria de 

fábrica y que esta se encuentre inscrita en los Registros Públicos 

por no ser constitutiva de derechos y su contenido no es la 

información real sobre el inmueble.   

   

Por todo lo acontecido, la Sala Civil Transitoria de la Corte 

Suprema de Justicia de la República, mediante auto de 

procedencia del recurso de Casación Nro. 1344-2018 Arequipa, 

resolvió declarar improcedente el recurso de casación 

interpuesto por el demandante, al no haberse cumplido con los 

requisitos contemplados en los incisos 2 y 3 del artículo 388 del 

Código Procesal Civil donde suscriben los requisitos de 

procedencia, al no describir con claridad y precisión las 

infracciones normativas o el apartamiento del precedente 

judicial, ni haber demostrado la incidencia directa de la infracción 

sobre la decisión impugnada. El demandante es el propietario 

del bien que se encuentra en litigio y el demandado carece de 

título de propiedad, por lo que su condición es la de precario.   

   

2. PROBLEMAS    

   

2.1. Problema Principal o Eje    

   

¿Corresponde restituir el bien inmueble al demandante, el cual 

fue objeto de la demanda de desalojo?   

   

2.2. Problemas Colaterales    

   

   

No hay problemas colaterales   
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2.3. Problemas Secundarios    

   

¿El demandante está legitimado para plantear la demanda de 

desalojo por ocupación precaria?   

     

¿El demandado es ocupante precario o copropietario?    

    

¿La parte demandada ostenta algún título que justifique la 

posesión del inmueble, que confirme si es precaria o no?   

   

¿Determina la sucesión intestada que el inmueble si le pertenece 

al demandante?    

   

¿Se pudo establecer la titularidad de la parte accionante 

respecto al inmueble?   

   

   

   

3. ELEMENTOS JURIDICOS NECESARIOS PARA EL ESTUDIO DEL          

      CASO    

3.1. Normas legales   

   

3.1.1 CONSTITUCION POLITICA DEL PERU DE 1993   

   

Capítulo I Derechos fundamentales de la persona   

Derecho a la propiedad   

Artículo 2.-    

Toda persona tiene derecho:    

(…)   

16. A la propiedad y a la herencia.  (…)   

   

Capítulo I Principios generales   

Pluralismo Económico   
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Artículo 60.- El Estado reconoce el pluralismo económico. La 

economía nacional se sustenta en la coexistencia de diversas 

formas de propiedad y empresa.   

   

Capítulo III de la Propiedad    

Inviolabilidad del derecho de propiedad    

Artículo 70.- El derecho de propiedad es inviolable. El Estado lo 

garantiza. Se ejerce en armonía con el bien común y dentro de 

los límites de ley. A nadie puede privarse de su propiedad si no, 

exclusivamente, por causa de seguridad nacional o necesidad 

pública, declarada por ley, y previo pago en efectivo de 

indemnización justipreciada que incluya compensación por el 

eventual perjuicio. Hay acción ante el Poder Judicial para 

contestar el valor de la propiedad que el Estado haya señalado 

en el procedimiento expropiatorio.   

   

3.1.2 CODIGO CIVIL   

   

Noción de Propiedad    

Artículo 923.- La propiedad es el poder jurídico que permite usar, 

disfrutar, disponer y reivindicar un bien. Debe ejercerse en 

armonía con el interés social y dentro de los límites de la ley.     

   

Noción de posesión    

Artículo 896.- La posesión es el ejercicio de hecho de uno o más 

poderes inherentes a la propiedad.    

   

Posesión inmediata y mediata    

Articulo 905.- Es poseedor inmediato el poseedor temporal en 

virtud de un título. Corresponde la posesión mediata a quien 

confirió el título.   

   

Posesión Precaria   
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Artículo 911.- La posesión precaria es la que se ejerce sin título 

alguno o cuando el que se tenía ha fenecido.   

   

Noción de Propiedad   

Artículo 923.- La propiedad es el poder jurídico que permite usar, 

disfrutar, disponer y reivindicar un bien. Debe ejercerse en 

armonía con el interés social y dentro de los límites de la ley.    

   

Noción de Copropiedad    

Artículo 969.- Hay copropiedad cuando un bien pertenece por 

cuotas ideales a dos o más personas.    

   

Presunción de igualdad de cuotas    

Artículo 970.- Las cuotas de los propietarios se presumen 

iguales, salvo prueba en contrario. El concurso de los 

copropietarios, tanto en los beneficios como en las cargas, está 

en proporción a sus cuotas respectivas.    

   

Copropiedad de herederos    

Artículo 844.- Si hay varios herederos, cada uno de ellos es 

copropietario de los bienes de la herencia, en proporción a la 

cuota que tenga derecho a heredar.   

   

            

   

3.2. Doctrina    

   

-“(…) para la jurisprudencia, el precario viene a ser cualquier 

sujeto que ocupa un bien sin título o con título fenecido, 

entendido como falta de documento que justifique de alguna 

manera la posesión que ejerce. Para tal efecto, se necesita que 

el demandante en el proceso de desalojo acredite la propiedad 

mediante algún instrumento en el que conste un negocio jurídico 

de finalidad adquisitiva. Se debe mencionar que el texto citado 
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no toma en cuenta lo establecido en el Cuarto Pleno Casatorio 

Civil, el cual determina que se entiende por título posesorio no 

solo al documento sino más bien al acto jurídico, asimismo, el 

sujeto activo en el proceso de desalojo no siempre deberá ser el 

demandante sino cualquier sujeto que tenga derecho que se le 

restituya la posesión de determinado bien. Dentro de nuestro 

ordenamiento jurídico se consideran dos supuestos de posesión 

precaria, el primer supuesto considera la ausencia total de título 

alguno, y el segundo supuesto se configura cuando el título que 

se tenía ha fenecido.    

(Gonzales Barrón, La Posesión Precaria, 2011, pág. 76).    

   

-“La propiedad es definida como un señorío pleno (jurídico) sobre 

cualquier objeto externo de valor económico y susceptible de 

dominación. En buena cuenta, esta institución responde al 

natural sentimiento humano de apropiación de los objetos de la 

naturaleza, lo cual conlleva en el propietario un “tener”, pero que 

simultáneamente se manifiesta en un excluir a los terceros”.    

(Gonzales Barrón, Gunther Hernán (2010). Derechos Reales.   

Editorial San Marcos E.I.R.L., editor. Lima, Pág.270).    

   

-“La propiedad es el derecho real por excelencia que una 

persona tiene sobre un bien, en virtud del cual puede ejercer el 

más amplio poder de goce, es decir, encierra todas las 

facultades que es posible tener sobre un bien, como usar (ius 

utendi), disfrutar (ius frutendi), disponer (ius abutendi), 

reinvindicar (ius vindicandi) y todo poder de utilización, de 

manera exclusiva respecto del bien y excluyente respecto del 

bien y excluyente respecto de terceros, siendo por ello calificado 

como un derecho absoluto, pero que, como todo derecho, está 

sujeto a las limitaciones establecidas por el ordenamiento 

jurídico”.    
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(Torres Vásquez, Aníbal (2016). Código Civil. Editorial Moreno 

S.A. Lima, Pág. 315).   

   

-Según Couture (2002): “El proceso en sí, es un instrumento de 

tutela de derecho (...); y se realiza por imperio de las 

disposiciones constitucionales (...). Está consagrada en la 

mayoría de las constituciones del siglo XX, con muy escasas 

excepciones, que una proclamación programática de principios 

de derecho procesal es necesaria, en el conjunto de los 

derechos de la persona humana y de las garantías a que ella se 

hace acreedora. Estos preceptos constitucionales han llegado 

hasta la Declaración Universal de los Derechos del Hombre, 

formulada por la Asamblea de las Naciones Unidas del 10 de 

diciembre de 1948 cuyos textos pertinentes se citan a 

continuación: “Art. 8°. Toda persona tiene derecho a un recurso 

ante los tribunales nacionales competentes, que la ampare 

contra actos que violen sus derechos fundamentales,  

reconocidos por la Constitución o por la ley”. “10°. Toda persona 

tiene derecho, en condiciones de plena igualdad, a ser oída 

públicamente y con justicia por un tribunal independiente e 

imparcial, para la determinación de sus derechos y obligaciones 

o para el examen de cualquier acusación contra ella en materia 

penal” (p.120-124).   

   

-Diversos autores, nacionales como extranjeros, han señalado 

que el título, en torno al cual gira la posesión, no es 

necesariamente un documento, sino el acto jurídico que dio 

origen a la posesión; con ello se incide, predominantemente, en 

la autonomía de la voluntad, concentrado la atención en el título 

posesorio adquirido bajo la forma derivativa, es decir, obtenido 

de otra persona.  (Lama More, 2007, pág. 91).   
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-Para una correcta configuración del poseedor precario y los 

supuestos en que proceda el desalojo por esa causal, se debe 

hacer una interpretación sistemática, teleológica e histórica de 

las normas contenidas en el artículo 911 del Código Civil y los 

artículos 585°, 586° 33 y 587° del Código Procesal Civil, en el 

marco de un Estado Constitucional de Derecho.    

(IV Pleno Casatorio Civil, CAS. N° 2195- 2011 Ucayali, El 

Peruano, 14-08-2013, pag.6990).   

   

-“El proceso de desalojo en las legislaciones se suele estructurar 

con la finalidad de lograr la desocupación de un bien inmueble 

determinado a la persona o a las personas que se encuentren 

dentro de aquel, porque no tienen derecho a ocuparlo, a pedido 

del sujeto con derecho acreditado para reclamar uno de los 

atributos de la propiedad como la posesión mediata, el uso, 

disfrute o dominio sobre el bien inmueble o el conjunto de ellos. 

El desalojo es una acción posesoria, que se tramita a través del 

proceso civil mediante vía sumarísima. Este puede ser ejercitado 

por cualquier persona que tenga derecho a la posesión de 

determinado bien y que se somete al mismo por encontrarse 

imposibilitada de ejercer su derecho de posesión sobre dicho 

bien inmueble ya que otra persona se encuentra ejerciendo este 

derecho sobre el mismo sin amparo alguno. El objeto de este 

proceso es que el juez ordene al demandado que cumpla con 

restituir la posesión del bien a favor del demandante”.   (Morales 

Silva, Silvia. “Precisiones acerca del proceso de desalojo”, 

Revista Jurídica del Perú, Nº 141, noviembre, 2012).   

   

“(…) la percepción jurídica sobre el instituto de la posesión, la 

podemos también transmitir definiéndola como el derecho real 

que establece una relación directa y efectiva del poseedor con 

los bienes (relaciones reales), con el objeto de obtener 
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beneficios de su utilidad económica y social. Tratada con 

autonomía científica y legislativa frente a la propiedad. La 

posesión es un derecho real, es el ejercicio de las facultades de 

uso y disfrute de un determinado bien. La posesión puede ser 

legítima, es decir aquella acorde a derecho y conforme a los 

parámetros establecidos en la legislación y por tanto protegida 

por ella; o puede ser de naturaleza ilegítima, es decir, contraria 

a derecho, la cual no cuenta con protección legal ya sea porque 

el título es inválido o porque se carece de título; asimismo, la 

posesión puede ser mediata, que es la que ejerce el titular del 

derecho a través de un tercero o puede ser inmediata, cuando 

se refiere a quien ejerce la posesión reconociendo el derecho en 

otro”.    

(González Linares, 2007, pág. 157).   

   

-“Las excepciones son aquellas oposiciones que el demandado 

formula frente a la demanda, como especie de obstáculos 

temporales o definitivos, que puede contradecir el derecho 

material que al actor pretende hacer valer como objeto con la 

finalidad de poner término a la relación procesal. Las 

excepciones procesales son aquellos medios de defensa de 

forma que tiene el demandado, o eventualmente el demandante 

en el 37 supuesto de la incorporación al proceso de una 

pretensión mediante reconvención -lo cual es improcedente en 

los procesos sumarísimos-, para cuestionar la validez de la 

relación jurídica procesal, sin ingresar a cuestionar el petitorio. 

Esas excepciones pueden ser de naturaleza perentorias o 

dilatorias según su finalidad, las primeras pretenden la 

conclusión del proceso y en consecuencia el archivo de la 

demanda en forma definitiva, mientras que las segundas buscan 

dilatar el proceso”.    
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(Morales Silva, Diccionario Procesal Civil. Excepciones 

Procesales, 2013, pág. 2013).   

   

-“La norma civil habla inapropiadamente de “extinción de la 

posesión” (art.922 del CC), lo que se presta erróneamente a que 

esta norma se interprete en el sentido de que la posesión es un 

derecho susceptible de extinguirse por determinadas causales.   

Por tanto, lo correcto hubiera sido emplear la frase “perdida de 

la posesión”, en cuanto la referencia alude a un hecho que se 

juzga de acuerdo con valoraciones puramente fácticas. Por 

ejemplo: es impropio decir que el ladrón “extinguió” la posesión 

del agraviado mediante su acto ilícito; allí, simplemente, existe 

una cuestión factual que conlleva la pérdida de la posesión. Al 

margen del problema terminológico, el artículo 922 del CC 

menciona los siguientes eventos productores de la perdida de la 

posesión: i) la tradición, esto es, el acto voluntario (bilateral) de 

dejación de tradens y el nacimiento en el accipiens del poder de 

hecho sobre el bien, ii) el abandono, esto es, el acto voluntario 

(unilateral) de abdicación del poder de hecho y/o animus 

posesorio, iii) la ejecución de la resolución judicial, y iv) la 

destrucción total o pérdida del bien. La desordenada formulada 

utilizada por el legislador de 1984, hace extrañar el artículo 848 

del código de 1936, por el cual la posesión se pierde con el 

abandono del bien o cuando se pierde el ejercicio de 38 hecho, 

con mayor precisan técnica se podría decir que la posesión se 

pierde cuando se produce la renuncia del poseedor (falta de 

animus possiedendi) o cuando se pierde el poder de hecho (falta 

de corpus). Esta solución implica dar la razón, una vez más, al 

genio jurídico romano, en cuanto la posesión “a falta de corpus 

o del animus, cualquiera de ellos” (…)    

(Gonzales Barrón, Proceso de Desalojo y Posesión Precaria, 

2018, pág. 102).   
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3.3. Jurisprudencia    

   

-“... En los procesos sobre desalojo por ocupación precaria sólo 

podrán ser demandados quienes indebidamente se encuentren 

en la posesión de un bien...”    

(Casación 1325-2000 Lima, publicada en el Diario Oficial El 

Peruano el 02-01-2001, págs. 6694-6695).    

   

-“(…) Que el presente proceso versa sobre desalojo por 

ocupante precario, proceso sumarísimo en donde se exige que 

se prueben dos condiciones copulativas: (1) que la parte 

demandante sea el titular del bien cuya desocupación pretende, 

y (2) que la parte emplazada ocupe el mismo sin título o cuando 

el que tenía ha fenecido.”    

(Casación 4255 - 088, Sala Civil Permanente de Lima, 

22/01/2009).   

   

-“Para el amparo de la pretensión de desalojo por ocupación 

precaria debe acreditarse única y exclusivamente: a) el derecho 

de propiedad de la actora y b) la posesión sin título alguno o 

fenecido éste, de lado de la parte demandada; asimismo, para la 

desestimación de la referida demanda la parte emplazada debe 

alegar y acreditar la no configuración de alguno o ninguno de los 

referidos presupuestos.”    

(Casación 3330-2001 - La Merced 01/07/2002).    

   

-“Se considera que la posesión se adquiere tanto a título 

originario como a título derivado. Es originaria la posesión 

cuando se funda en solo acto de voluntad unilateral del 

adquiriente, en cambio, es derivativa cuando se produce por una 

doble intervención del adquiriente, y del precedente poseedor y 
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el fenómeno adquisitivo tiene su causa y origen en la disposición 

de ese poseedor precedente. Nuestro ordenamiento jurídico, en 

el artículo 900 del Código Civil, señala que la posesión se 

adquiere de manera derivativa (usa el termino tradición) u 

originaria. Esta última se sustenta en el solo acto volitivo del 

adquiriente, en tanto la primera requiere la existencia de un 

poseedor que entregue la posesión y un segundo que la reciba.  

(Segundo Pleno Casatorio Civil – Prescripción Adquisitiva De 

Dominio, realizada el 23 de octubre de 2008, f. j. 26 de octubre 

de 2008. Casación 2229- 2008-Lambayeque).    

   

 “… a través de reiterada jurisprudencia expedida por la Corte 

Suprema de Justicia, se ha establecido que la posesión precaria 

que se refiere en el artículo novecientos once del Código Civil, 

es la que se ejerce sin título alguno o cuando el que se tenía ha 

fenecido. La norma acotada exige que se aprueben dos 

condiciones copulativas: que la parte demandante sea la titular 

del bien cuya desocupación pretende, y que la parte emplazada 

ocupe el mismo sin título o cuando el que tenía ha fenecido. El 

título a que se refiere la segunda condición copulativa es el que 

emana de un acto jurídico por el que se otorga al poseedor la 

propiedad, arrendamiento, usufructo, uso, comodato, superficie, 

anticresis, entre otros, del bien que detenta. Teniendo en cuenta 

esta premisa, y considerando además que la pretensión se 

tramita en la vía del proceso sumarísimo, por lo que no caben 

cuestionamientos a la validez del título que justifica la posesión, 

corresponde establecer si las consideraciones expuestas en la 

sentencia de vista son pertinentes…”.    

(Casación 3726 - 2010-del Santa 29/02/2012).   

   

-“La ley Protege la propiedad, concediendo a su titular distintos 

medios, según los diversos modos de actuación en la vida 
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jurídica, así: el dominio es propiamente sancionado por la acción 

reivindicatoria; la posesión es protegida por las acciones 

posesorios e interdictales; y el uso por el proceso desalojo”.   

(Casación N°947-98 - Ancash, de 13-10-1998, f.j.1Sala Civil).   

   

-“La precariedad en el uso de inmueble no se determina 

únicamente por la carencia de un título de propiedad o de 

arrendamiento, debe entenderse como tal la ausencia absoluta 

de cualquier circunstancia que permita advertir la legitimidad de 

la posesión que ostenta el ocupante; vale decir, que si existe 

algún elemento que justifique la posesión esta tendrá la calidad 

de título y desvirtuará toda calificación de precariedad en el 

poseedor, lo que significa también que la sola presentación de 

un título de posesión no enervará la demanda de desalojo por 

ocupación precaria si este carece de elementos suficientes que 

justifiquen dicha posesión.”    

(Casación 2598 – 2006 Arequipa).   

   

Sumilla: Para que prospere la acción de desalojo por la causal 

de ocupación precaria se requiere la concurrencia de los 

siguientes presupuestos:   

i) Que, el actor acredite su derecho a la restitución del bien al 

tener condición de propietario o encontrarse dentro de alguno de 

los supuestos contenidos en el artículo 586 del Código Procesal   

Civil que otorgan derecho a la restitución del predio;  ii) Que, no 

exista vínculo contractual alguno entre demandante y 

demandado; iii) Que, haya ausencia absoluta de cualquier 

circunstancia que justifique el uso y disfrute del bien inmueble 

por la parte demandada; y, iv) Que, ante la existencia de título 

que justifique la posesión del emplazado esta resulte ineficaz, es 

decir, que la posesión sea ilegítima, que no se ajusta a derecho 
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y, concretamente, que se ejerza bajo alguno de los siguientes 

supuestos:   

a) que el título con el que se cuenta sea nulo, haya 

quedado resuelto o hubiese fenecido;   

b) que se adquiere de aquel que no tenía derecho a poseer 

el bien; y,   

c) que se adquiera de aquél que teniendo derecho a la 

posesión, se encontraba impedido de transmitirlo.   

Presupuestos para demandar desalojo por ocupación precaria.   

(Casación 2156 – 2014 Arequipa).    

   

-“El derecho fundamental de la propiedad, como los demás 

derechos, posee un doble carácter: de derecho subjetivo y, a su 

vez, de institución objetiva valorativa. Es decir, en nuestra 

constitución no solo se reconoce al derecho de propiedad no 

solo como un derecho subjetivo o individual, sino también como 

una institución objetiva portadora de valores y funciones. Dado 

su doble carácter, el derecho fundamental a la propiedad no es 

un derecho absoluto, sino que tiene limitaciones que se traducen 

en obligaciones y deberes a cargo del propietario, las cuales se 

encuentran previstas legalmente. Ello obliga, por un lado, a que 

el Estado regule su goce y ejercicio a través del establecimiento 

de límites fijados por ley; y, por otro, impone al titular el deber de 

armonizar su ejercicio con el interés colectivo. La función social 

es, pues consustancial al derecho de propiedad, y su goce no 

puede realizado al margen del bien común, el cual constituye, en 

nuestro ordenamiento constitucional un principio y un valor 

constitucional.    

(Sentencia del Pleno Jurisdiccional del Tribunal Constitucional,   

Expediente 0030 – 2004 - AI/TC.)    
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“… de conformidad con el artículo 384 del Código Procesal Civil 

el recurso de casación por su naturaleza, es un medio 

impugnatorio de carácter extraordinario, que tiene por fines 

esenciales: la correcta aplicación e interpretación del derecho 

objetivo, así como la unificación de la jurisprudencia nacional por 

la Corte Suprema de Justicia; por tanto, éste Tribunal Supremo 

sin constituirse en una tercera instancia adicional en el proceso, 

debe cumplir con su deber legal y constitucional pronunciándose 

acerca de los fundamentos del recurso, por la causal declarada 

procedente”.    

Sala Civil Permanente (Sentencia Casatoria 1311 - 2008 

Lambayeque). Lima, 22 de Setiembre de 2009.   

   

   

  

4. DISCUSIÓN    

   

En su calidad de propietario que reclama su pertenencia, el 

demandante queda totalmente legitimado para iniciar la acción  

judicial de desalojo la cual no es otra que cumplir con el resarcimiento 

de su derecho como propietario de disfrutar de sus dominios y llevar 

a cabo en ellos lo que estipule oportuno.    

La propiedad es aquella sujeción de carácter jurídico  en la que el 

propietario está legitimado para poseer, usar y disponer de 

determinada cosa que constituya su patrimonio, siendo un derecho 

real pleno que le atribuye a la persona la facultad de gozar y decidir 

sobre sus bienes, reflejando la hegemonía del ser humano sobre las 

cosas.    

Vertiendo este concepto de la propiedad al caso que nos compete, 

llegamos a establecer el primer dilema, conocer quién es el propietario 

legal del terreno. El propietario de un bien, es quien está avalado de 

un documento legal que le otorga legitimidad de forma pública, puesto 

que indica cómo fue adquirido, sus características, la fecha de su 
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adquisición y le permite al dueño  obtener protección jurídica ante 

cualquier problema que pueda surgir con el bien y respaldar su 

legítima posesión ante las autoridades.   

Podemos apreciar que la segunda disyuntiva es sobre la carga de la 

prueba que recae en el demandante al quedar desestimada su 

pretensión. El verdadero dueño ante la ley, es quien posee un 

documento que afiance su titularidad y eso lo asume la persona del 

demandante, quien a lo largo del proceso logra sustentar su 

pretensión creando convicción ante el ente judicial, ya que no le fue 

fácil de probar su calidad de dueño, porque se presentan diversos 

desaciertos que conllevan a que el juez declare infundada la 

pretensión de Héctor Quispe Ríos en sentencia de primera instancia 

porque presenta errores subsanables que luego logra resarcir y que 

obtienen crear convicción en el juez, quien al constatar que todos los 

elementos que evidenciaban carencias, fueron debidamente 

enmendados. Es por ello que su fallo le da la razón al demandante, 

donde primero revoca la sentencia que declaró infundada su 

pretensión, reformándola y declarándola fundada, tras realizar una 

eficiente valoración de los medios probatorios como de los hechos 

aducidos por las partes.   

Por lo tanto, al quedar desestimada la pretensión de los demandados 

de demostrar tener la calidad de copropietarios, han evidenciado su 

precariedad. Primero porque existe una sucesión intestada realizada 

por parte de los herederos del inmueble, en este caso el demandante 

y su hermano, lo cual desestima cualquier tipo de vínculo legal de los 

demandados en referencia al bien. Segundo, porque en su afán de 

imponer su copropiedad, lo cual es falso, no les avala ningún 

documento en relación a la propiedad del terreno que vienen 

ocupando. Tercero, a título personal considero que su representante 

legal debió asesorarles que lo mejor para ellos era continuar como 

inquilinos, lo cual era más sencillo de asumir, o de adquirir en un futuro 
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una posible venta de la parte que estaban ocupando, y eso se pudo 

definir en la conciliación.    

Son precarios porque no ostentan ningún título. Se es precario frente 

a quien tiene un mejor derecho a poseer y está respaldado con un 

documento que lo legitima como dueño del bien. Los demandados no 

poseen ningún título, entonces en ninguna manera podían dejar de 

tener la condición de precarios. Su inestabilidad estaba confirmada 

desde el momento que no poseen un título. No podían ser 

copropietarios porque nunca fueron los dueños originarios del terreno.  

A los demandados no les corresponde el título de copropietarios pues 

en la sucesión intestada está señalado específicamente a quienes les 

corresponde el bien inmueble y al estar esta sucesión inscrita 

establece que cada heredero tiene una parte determinada y 

claramente señalada. Esta es una de las razones por las que los 

demandados deben desalojar el inmueble.    

Una tercera controversia se origina por la polémica de edificación en 

terreno ajeno que no puede ni debe ser debatida dentro del proceso 

por ocupación precaria, porque es ajena a su naturaleza y a sus 

fines. Lo que sí es admisible es el derecho de los demandados para 

que accionen en la vía correspondiente, en la cual se podrá dilucidar 

si existió o no buena fe en la edificación de las construcciones.   

La sucesión intestada si determina puntualmente quienes son 

declarados herederos de la persona que en vida fue y no dejo 

testamento. Para determinar quién es el propietario del bien inmueble 

en discusión, hay que considerar que la propiedad es dejada en 

herencia por los padres del demandado. Al quedar los demandados 

excluidos de esta sucesión, solo pueden aspirar a ser inquilinos, más 

no copropietarios.   

Siendo desestimada la aspiración de los demandados, estos 

interponen el recurso de casación con el afán de conseguir anular la 

resolución en su contra intentando evidenciar lo que ellos consideran 

vicios o errores de su oponente. Pero el fallo casatorio les demuestra 
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que de forma definitiva que Héctor Quispe Ríos es quien queda 

establecido como el titular del inmueble.   

   

   

5. CONCLUSIONES    

   

Para determinar quién tiene la titularidad del bien inmueble, mediante 

los medios probatorios que presentan las partes, tenemos que 

corroborar la condición del propietario sobre el bien, en qué 

circunstancias habitan el inmueble los demandados y si estos poseen 

algún título o documento que los acredite su ocupación.   

Para cumplir con este cometido, determiné que la finalidad del proceso 

de desalojo es la restitución o la entrega de la posesión justificada en 

base a un documento legítimo, el cual concede el derecho de 

propiedad frente a la inexistencia de un título o fenecimiento del 

mismo.    

   

Es oportuno puntualizar que un título, es el documento idóneo que 

acredita de buena fe los antecedentes de los propietarios y cuyo 

propósito es certificar que una persona tiene la titularidad legalizada 

por la ley para garantizar la integridad y seguridad de su dominio.    

   

Debió establecerse un orden cronológico de los hechos relevantes y 

una mejor apreciación de los medios probatorios para que los jueces 

puedan emitir sentencias fundadas con ecuanimidad, sujetándose  a 

las reglas de la lógica jurídica, expresando criterios objetivos y 

razonables respecto a la actividad probatoria.   

   

Es por estas razones que en el proceso de desalojo que nos compete 

llegamos a la conclusión que los demandados no ostentan título 

alguno que justifique su posesión. Se debe proceder a desalojarlos 

del bien inmueble en razón a los fundamentos de hecho y derecho 

que se han aplicado en todo el proceso, tal como lo prescribe el 
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artículo 911 del Código Civil, que señala que la posesión precaria es 

la que se ejerce sin título alguno o cuando el que se tenía ha fenecido, 

resultando que a lo largo del proceso se ha demostrado que los 

demandados no ostentan ningún título.    

   

Respecto a las sentencias, la de primera instancia que declara 

infundada la pretensión del demandante interpreta que la demanda 

interpuesta y sus anexos no satisfacen las exigencias formales del 

artículo 426, inciso 1 del Código Procesal Civil, el cual señala que el 

juez declara inadmisible la demanda cuando no tenga los requisitos 

legales.    

Tampoco puede corroborar con su partida registral que corresponda 

al bien en mención, por lo que en la subsanación adjunta una 

constatación policial y como el bien tiene doble entrada, el recurrente 

anexa un croquis que muestra el plano del inmueble. También 

acompaña con el acta de conciliación y la carta notarial para acreditar 

la posesión de los ambientes y finalmente, incorpora el domicilio 

electrónico del abogado, siendo su número de casilla y la constancia 

de su habilitación correspondiente.   

En relación a la sentencia de vista, el juez realizó una acertada 

estimación de los medios probatorios y de los hechos expuestos por 

los implicados, llegando a la conclusión de que la transferencia de 

propiedad se dio cuando ya se había subdivido el inmueble, por tanto, 

los demandados no podrían tener la calidad de copropietarios sobre 

el inmueble.   

En cuanto a la casación, se desestima la petición de los demandados 

que alegan que la sentencia de vista contiene infracciones normativas 

procesales y que el demandante debe demostrar la titularidad del 

terreno y acreditar la edificación con una declaratoria de fábrica. Por 

este motivo, el juez le suprime al demandante dicha responsabilidad 

de acreditar la titularidad de las edificaciones construidas en su 

inmueble para que proceda la acción de desalojo, confirmando que la 
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sentencia de vista sí estuvo bien motivada y que los demandados no 

tienen en cuenta que la copropiedad a la que ellos se amparan, no 

recae sobre el inmueble en controversia, sino del inmueble aledaño 

sub lote 4-A. En conclusión, los demandados no ostentan un título que 

justifique su posesión en el inmueble.    

   

   

   

A. HECHOS DE FORMA 1. IDENTIFICACIÓN DE HECHOS RELEVANTES    

   

1.1. Etapa Postulatoria   

   

-Con fecha 16 de marzo del 2015, el señor Héctor Quispe Ríos 

interpone demanda de desalojo por ocupación precaria contra 

Víctor Raúl Espinoza Calderón y Luisa Olivares de Espinoza.  

Solicita como única pretensión, la restitución de la posesión de 

4 habitaciones, un pequeño patio, cocina y baño, ubicados 

dentro de del inmueble de su propiedad signado como sub lote 

4 o como Avenida Capitán Novoa N° 107.   

     

 -Con fecha 29 de abril de 2015 mediante resolución N° 1 la demanda 

interpuesta por el recurrente Héctor Quispe Ríos es declarada 

inadmisible, dado que la demanda interpuesta y sus anexos no 

satisfacen las exigencias formales del artículo 426, inciso 1 del 

Código Procesal Civil, inadmisibilidad de la demanda, debiendo 

subsanar los defectos advertidos.   

   

-Por este motivo, es que mediante escrito de fecha 15 de mayo 

de 2015 el recurrente subsana las observaciones advertidas, 

incluyendo como anexos un acta de constatación policial, un 

croquis del inmueble, en el que se puede apreciar los ambientes 

que están siendo ocupados por los demandados, los anexos de 

la demanda, la casilla electrónica y la constancia de habilitación 

de su abogado.   



   
4

0 

  

   

-Con fecha 6 de junio de 2015, la Corte Superior de Justicia de 

Arequipa, mediante resolución N° 2, resuelve admitir la demanda 

interpuesta por Héctor Quispe Ríos por haber ofrecido los 

medios probatorios pertinentes.   

   

   1.2.  Etapa Probatoria    

   

-El 23 de julio de 2015, los demandados Víctor Raúl Espinoza 

Calderón y Luisa Olivares de Espinoza contestan la demanda, 

pidiendo que sea declarada improcedente o en todo caso 

infundada en todos sus extremos y a los fundamentos que se 

han expuesto, para lo cual presentan sus medios probatorios 

respectivos.   

   

-Con fecha 14 de setiembre de 2015, el juez titular del juzgado 

mixto de la Corte Superior de Arequipa, declara inadmisible el 

apersonamiento y la contestación presentada por los 

demandados, porque no cumplen con las formalidades 

establecidas.   

   

-El 16 de setiembre de 2015, los demandados subsanan la 

contestación de la demanda cumpliendo con el mandato 

contenido en la resolución N° 3 y adjuntando los anexos 

requeridos.   

   

-Con fecha 16 de diciembre de 2015, mediante la resolución N° 

4, el juez titular dispone señalar fecha para la audiencia única 

fijada el 11 de marzo de 2016 y declarar infundada la denuncia 

civil.   

   

    

1.3. Etapa Decisoria   
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-El 26 de junio de 2016, el Primer Juzgado Civil – Sede Mariano 

Melgar mediante resolución  N° 13 resolvió declarar infundada la 

demanda de desalojo por posesión precaria interpuesta por el 

señor Héctor Quispe Ríos.    

   

1.4. Etapa Impugnatoria   

   

-El 11 de julio de 2017, el demandante interpone recurso 

impugnatorio de apelación en contra de la citada sentencia de 

primera instancia que falla declarando infundada la pretensión 

de desalojo por ocupación precaria.    

   

-El 28 de agosto de 2017, a través de la resolución N° 14, le 

conceden al demandante la apelación con efecto suspensivo de 

la sentencia.   

   

-Con fecha 15 de enero de 2018, mediante sentencia de vista N° 

56 – 2018 y resolución N° 22, la Primera Sala Civil de la Corte 

Suprema de Arequipa, revoca la sentencia de primera instancia 

que declaro infundada la pretensión de desalojo por ocupante 

precario, y reformándola, declararon fundada la demanda 

interpuesta por Héctor Quispe Ríos.   

   

-El 23 de enero del 2018, mediante resolución N° 22, la Primera 

Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Arequipa dispuso 

que se eleven los autos a la Sala Civil de la Corte Suprema de 

Justicia para su respectiva calificación, estando el recurso de 

casación interpuesto por los demandados.   

   

-El 12 de febrero de 2018, los demandados interponen el recurso 

extraordinario de casación, en contra de la sentencia de vista, la 

cual revocó la sentencia de primera instancia y declaró fundada 

la demanda de desalojo por ocupación precaria. Los 
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demandados solicitan la nulidad de la sentencia de vista y que 

se ordene que la Sala Civil emita un nuevo pronunciamiento, 

teniendo en cuenta las infracciones anotadas para una 

aplicación debida a ley y que se confirme la sentencia de primera 

instancia.   

   

-La Sala Civil Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la 

República, mediante auto de procedencia del recurso de 

Casación Nro. 1344-2018 Arequipa, resolvió declarar 

improcedente el recurso de casación interpuesto por el 

demandante, al no haberse cumplido con los requisitos 

contemplados en los incisos 2 y 3 del art. 388° del código 

procesal civil, al no describir con claridad y precisión las 

infracciones normativas o el apartamiento del precedente 

judicial; ni haber demostrado la incidencia directa de la infracción 

sobre la decisión impugnada.   

   

   

   

  

    

2. PROBLEMAS    

   

2.1 Problema  Principal   o   Eje   (Se   resuelven  en   la 

CONCLUSIONES)   

¿Cumplió el proceso de desalojo los principios procesales 

establecidos en el Código Procesal Civil?   

   

2.2 Problemas Colaterales    

No hubo problemas colaterales.   

   

2.3 Problemas Secundarios    

   

¿Estuvieron correctas las pretensiones de las partes?   
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¿Cumplieron la demanda y su contestación con los requisitos 

señalados en los artículos 424 y 425 que establece el Código 

Procesal Civil?     

   

¿Efectuó el ente jurisdiccional un análisis correcto al emitir su 

decisión respecto a nuestro caso, teniendo presente los medios 

probatorios aportados por las partes en el proceso?   

   

¿Por qué se interpuso el recurso extraordinario de casación?   

   

¿Fueron correctas las sentencias emitidas durante el proceso?   

   

   

3. ELEMENTOS JURIDICOS NECESARIOS PARA EL ESTUDIO DEL   

CASO   

3.1 Normas legales   

3.1.1 CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO   

   

Artículo 1.- La defensa de la persona humana y el respeto 

de su dignidad son el fin supremo de la sociedad y el 

Estado.   

Primacía de la Constitución      

Artículo 51°. - La Constitución prevalece sobre toda norma 

legal; la ley, sobre las normas de inferior jerarquía, y así 

sucesivamente. La publicidad es esencial para la vigencia 

de toda norma del Estado.   

   

Artículo 70.- El derecho de propiedad es inviolable. El 

Estado lo garantiza. Se ejerce en armonía con el bien 

común y dentro de los límites de la ley.   

   

Poder Judicial   
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Artículo 138°. – “La potestad de administrar justicia emana 

del pueblo y se ejerce por el Poder Judicial a través de sus 

órganos jerárquicos con arreglo a la Constitución y a las 

leyes. En todo proceso, de existir incompatibilidad entre 

una norma constitucional y una norma legal, los jueces 

prefieren la primera. Igualmente, prefieren la norma legal 

sobre toda otra norma de rango inferior.” Artículo 139°. –  

“Son principios y derechos de la función jurisdiccional Inc. 

3) La observancia del debido proceso y la tutela 

jurisdiccional. Ninguna persona puede ser desviada de la 

jurisdicción predeterminada por la ley, ni sometida a 

procedimiento distinto de los previamente establecidos.    

Inciso    

5) La motivación escrita de las resoluciones judiciales en 

todas las instancias.    

Inciso    

6) La pluralidad de la instancia.    

Inciso 20, El principio del derecho de toda persona de 

formular análisis y críticas de las resoluciones y sentencias 

judiciales, con las limitaciones de ley.”   

   

Código Procesal Civil  Título 

Preliminar   

Artículo I.- Derecho a la tutela jurisdiccional efectiva Toda 

persona tiene derecho a la tutela jurisdiccional efectiva 

para el ejercicio o defensa de sus derechos o intereses, 

con sujeción a un debido proceso.   

   

Capítulo II: Deberes, facultades y responsabilidades de los  

Jueces en el proceso   

Artículo 50.- Deberes   

Son deberes de los Jueces en el proceso:   
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1. Dirigir el proceso, velar por su rápida solución, adoptar 

las medidas convenientes para impedir su paralización y 

procurar la economía procesal;   

2. Hacer efectiva la igualdad de las partes en el proceso, 

empleando las facultades que este Código les otorga; 3. 

Dictar las resoluciones y realizar los actos procesales en 

las fechas previstas y en el orden que ingresan al 

despacho, salvo prelación legal u otra causa justificada;   

4. Decidir el conflicto de intereses o incertidumbre jurídica, 

incluso en los casos de vacío o defecto de la ley, situación 

en la cual aplicarán los principios generales del derecho, la 

doctrina y la jurisprudencia;   

5. Sancionar al Abogado o a la parte que actúe en el 

proceso con dolo o fraude; Fundamentar los autos y las 

sentencias, bajo sanción de nulidad, respetando los 

principios de jerarquía de las normas y el de congruencia.  

6. Fundamentar los autos y las sentencias, bajo sanción de 

nulidad, respetando los principios de jerarquía de las 

normas y el de congruencia.   

El Juez que inicia la audiencia de pruebas concluirá el 

proceso, salvo que fuera promovido o separado. El Juez 

sustituto continuará el proceso, pero puede ordenar, en 

resolución debidamente motivada, que se repitan las 

audiencias, si lo considera indispensable.   

   

   

SECCIÓN TERCERA: ACTIVIDAD PROCESAL   

TÍTULO I: FORMA DE LOS ACTOS PROCESALES   

Capítulo I: Actos procesales del Juez   

Artículo 121.- Decretos, autos y sentencias Mediante los 

decretos se impulsa el desarrollo del proceso, disponiendo 

actos procesales de simple trámite. Mediante los autos el 
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Juez resuelve la admisibilidad o el rechazo de la demanda 

o de la reconvención, el saneamiento, interrupción, 

conclusión y las formas de conclusión especial del proceso; 

el concesorio o denegatorio de los medios impugnatorios, 

la admisión, improcedencia o modificación de medidas 

cautelares y las demás decisiones que requieran 

motivación para su pronunciamiento.   

Mediante la sentencia el Juez pone fin a la instancia o al 

proceso en definitiva, pronunciándose en decisión expresa, 

precisa y motivada sobre la cuestión controvertida 

declarando el derecho de las partes, o excepcionalmente 

sobre la validez de la relación procesal.   

   

SECCIÓN CUARTA: POSTULACIÓN DEL PROCESO   

TÍTULO I: DEMANDA Y EMPLAZAMIENTO   

   

Artículo 424.- Requisitos de la demanda La demanda se 

presenta por escrito y contendrá:   

1.- La designación del Juez ante quien se interpone.   

2.- El nombre, datos de identidad, dirección domiciliaria, 

domicilio procesal del demandante y el domicilio procesal 

electrónico, constituido por la casilla electrónica asignada 

por el Poder Judicial de acuerdo a la Ley 30229.   

3.- El nombre y dirección domiciliaria del representante o 

apoderado del demandante, si no puede comparecer o no 

comparece por sí mismo.   

4.- El nombre y dirección domiciliaria del demandado. Si se 

ignora esta última, se expresará esta circunstancia bajo 

juramento que se entenderá prestado con la presentación 

de la demanda.   

5.- El petitorio, que comprende la determinación clara y 

concreta de lo que se pide.   
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6.- Los hechos en que se funde el petitorio, expuestos 

enumeradamente en forma precisa, con orden y claridad.   

7.- La fundamentación jurídica del petitorio.   

8.- El monto del petitorio, salvo que no pudiera 

establecerse.   

9.- El ofrecimiento de todos los medios probatorios.   

10.- La firma del demandante o de su representante o de 

su apoderado y la del abogado, la cual no será exigible en 

los procesos de alimentos y de declaración judicial de 

paternidad. El secretario respectivo certificará la huella 

digital del demandante analfabeto.    

   

Artículo 425. -  Anexos de la demanda  A la 

demanda debe acompañarse:    

1. Copia legible del documento de identidad del 

demandante y, en su caso, del representante.    

2. El documento que contiene el poder de iniciar el 

proceso, cuando se actúe por apoderado.    

3. Los medios probatorios que acrediten la representación 

legal del demandante, si se trata de personas jurídicas o 

naturales que no pueden comparecer por sí mismas.  4. Los 

medios probatorios de la calidad de heredero, cónyuge, 

curador de bienes, administrador de bienes comunes, 

albacea o del título con que actúe el demandante, salvo que 

tal calidad sea materia de un conflicto de interés y en el 

caso del procurador oficioso.  5. Los documentos 

probatorios. Si el demandante no dispusiera de algún 

medio probatorio, describe su contenido, indicando con 

precisión el lugar donde se encuentran y solicitando las 

medidas pertinentes para su incorporación al proceso.    
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6. Copia certificada del acta de conciliación extrajudicial, en 

los procesos judiciales cuya materia se encuentre sujeta a 

dicho procedimiento previo.”   

   

Inadmisibilidad de la demanda    

Artículo 426.- El Juez declara inadmisible la demanda 

cuando:    

1. No tenga los requisitos legales.    

2. No se acompañan los anexos exigidos por ley. 3. El 

petitorio sea incompleto o impreciso.    

4. Contenga una indebida acumulación de pretensiones.  

En estos casos el Juez ordenará al demandante subsane 

la omisión o defecto en un plazo no mayor de diez días. Si 

el demandante no cumpliera con lo ordenado a criterio del 

Juez, este rechaza la demanda y ordena el archivo del 

expediente”.   

   

Improcedencia de la demanda    

Artículo 427.- El Juez declara improcedente la demanda 

cuando:    

1. El demandante carezca evidentemente de legitimidad 

para obrar;    

2. El demandante carezca manifiestamente de interés para 

obrar;    

3. Advierta la caducidad del derecho;    

4. No exista conexión lógica entre los hechos y el petitorio;   

5. El petitorio fuese jurídica o físicamente imposible. Si el 

Juez estima que la demanda es manifiestamente 

improcedente, la declara así de plano expresando los 

fundamentos de su decisión y devolviendo los anexos. Si 

el defecto se refiere a alguna de las pretensiones, la 

declaración de improcedencia se limita a aquellas que 
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adolezcan del defecto advertido por el Juez. Si la 

resolución que declara la improcedencia fuese apelada, 

el Juez pone en conocimiento del demandado el recurso 

interpuesto. La resolución superior que resuelva en 

definitiva la improcedencia, produce efectos para ambas 

partes.”    

   

Requisitos y contenido de la contestación a la demanda. - 

Artículo 442.- Al contestar el demandado debe: 1. 

Observar los requisitos previstos para la demanda, en lo 

que corresponda;    

2. Pronunciarse respecto de cada uno de los hechos 

expuestos en la demanda. El silencio, la respuesta evasiva 

o la negativa genérica pueden ser apreciados por el Juez 

como reconocimiento de verdad de los hechos alegados;    

3. Reconocer o negar categóricamente la autenticidad de 

los documentos que se le atribuyen, o aceptar o negar, de 

igual manera, la recepción de documentos que se alega le 

fueron enviados. El silencio puede ser apreciado por el 

Juez como reconocimiento o aceptación de recepción de 

los documentos;    

4. Exponer los hechos en que funda su defensa en forma 

precisa, ordenada y clara;  5. Ofrecer los medios  

probatorios; y    

6. Incluir su firma o la de su representante o de su 

apoderado, y la del Abogado. El secretario respectivo 

certificará la huella digital del demandado analfabeto.   

   

Artículo 444.- Anexos de la contestación a la demanda A 

la contestación se acompañan los anexos exigidos para la 

demanda en el Artículo 425, en lo que corresponda.   
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TÍTULO III: PROCESO SUMARISIMO   

Capítulo I: Disposiciones Generales   

Artículo 546.- Procedencia   

Se tramitan en proceso sumarísimo los siguientes asuntos 

contenciosos:   

1.- Alimentos;   

2.- separación convencional y divorcio ulterior;   

3.- interdicción;   

4.- desalojo;   

5.- interdictos;   

6.- los que no tienen una vía procedimental propia, son 

inapreciables en dinero o hay duda sobre su monto o, 

porque debido a la urgencia de tutela jurisdiccional, el   

Juez considere atendible su empleo;   

7.- aquellos cuya estimación patrimonial no sea mayor de 

cien Unidades de Referencia Procesal; y,   

8.- los demás que la ley señale.   

   

Capítulo IV: Casación   

Artículo 384.- Fines de la casación   

El recurso de casación tiene por fines la adecuada 

aplicación del derecho objetivo al caso concreto y la 

uniformidad de la jurisprudencia nacional por la Corte 

Suprema de Justicia.   

   

Artículo 386.- Causales   

El recurso de casación se sustenta en la infracción 

normativa que incida directamente sobre la decisión 

contenida en la resolución impugnada o en el apartamiento 

inmotivado del precedente judicial.   
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Artículo 387.- Requisitos de admisibilidad El recurso 

de casación se interpone:   

1.- Contra las sentencias y autos expedidos por las salas 

superiores que, como órganos de segundo grado, ponen 

fin al proceso;   

2.- ante el órgano jurisdiccional que emitió la resolución 

impugnada o ante la Corte Suprema, acompañando copia 

de la cédula de notificación de la resolución impugnada y 

de la expedida en primer grado, certificada con sello, firma 

y huella digital, por el abogado que autoriza el recurso y 

bajo responsabilidad de su autenticidad.   

En caso de que el recurso sea presentado ante la Sala 

Superior, esta deberá remitirlo a la Corte Suprema sin más 

trámite dentro del plazo de tres días;   

3.- dentro del plazo de diez días, contado desde el día 

siguiente de notificada la resolución que se impugna, más 

el término de la distancia cuando corresponda;   

4.- adjuntando el recibo de la tasa respectiva. Si no se 

cumple con los requisitos previstos en los numerales 1 y 

3, la Corte rechazará de plano el recurso e impondrá al 

recurrente una multa no menor de diez ni mayor de 

cincuenta Unidades de Referencia Procesal en caso de 

que considere que su interposición tuvo como causa una 

conducta maliciosa o temeraria del impugnante.   

Si el recurso no cumple con los requisitos previstos en los 

numerales 2 y 4, la Corte concederá al impugnante un 

plazo de tres días para subsanarlo, sin perjuicio de 

sancionarlo con una multa no menor de diez ni mayor de 

veinte Unidades de Referencia Procesal si su interposición 

tuvo como causa una conducta maliciosa o temeraria. 

Vencido el plazo sin que se produzca la subsanación, se 

rechazará el recurso.   
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Artículo 388.- Requisitos de procedencia   

Son requisitos de procedencia del recurso de casación:   

1.- Que el recurrente no hubiera consentido previamente la 

resolución adversa de primera instancia, cuando esta fuere 

confirmada por la resolución objeto del recurso; 2.- describir 

con claridad y precisión la infracción normativa o el 

apartamiento del precedente judicial; 3.- demostrar la 

incidencia directa de la infracción sobre la decisión 

impugnada;   

4.- indicar si el pedido casatorio es anulatorio o revocatorio. 

Si fuese anulatorio, se precisará si es total o parcial, y si es 

este último, se indicará hasta donde debe alcanzar la 

nulidad. Si fuera revocatorio, se precisará en qué debe 

consistir la actuación de la Sala. Si el recurso contuviera 

ambos pedidos, deberá entenderse el anulatorio como 

principal y el revocatorio como subordinado.   

   

Artículo 551.- Inadmisibilidad o improcedencia El Juez, 

al calificar la demanda, puede declarar su 

inadmisibilidad o improcedencia, con arreglo a lo 

dispuesto por los Artículos 426 y 427, respectivamente.  

Si declara inadmisible la demanda, concederá al 

demandante tres días para que subsane la omisión o 

defecto, bajo apercibimiento de archivar el expediente.   

Esta resolución es inimpugnable.   

Si declara improcedente la demanda, ordenará la 

devolución de los anexos presentados.   

   

Artículo 554.- Audiencia única   

Al admitir la demanda, el Juez concederá al demando cinco 

días para que la conteste.   
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Contestada la demanda o trascurrido el plazo para hacerlo, 

el Juez fijará fecha para la audiencia de saneamiento, 

pruebas y sentencia, la que deberá realizarse dentro de los 

diez días siguientes de contestada la demanda o de 

trascurrido el plazo para hacerla, bajo responsabilidad.  En 

esta audiencia las partes pueden hacerse representar por 

apoderado, sin restricción alguna.   

   

Subcapítulo 4: Desalojo   

Artículo 585.- Procedimiento   

La restitución de un predio se tramita con arreglo a lo 

dispuesto para el proceso sumarísimo y las precisiones 

indicadas en este Subcapítulo.   

Procede a decisión del demandante, el acumular la 

pretensión de pago de arriendo cuando el desalojo se 

fundamenta en dicha causal. Si no opta por la acumulación, 

el demandante podrá hacer efectivo el cobro de los 

arriendos en el proceso ejecutivo de acuerdo a su 

naturaleza.   

Cuando el demandante opte por la acumulación del pago 

de arriendos al desalojo, queda exceptuado el requisito 

previsto en el inciso 3) del artículo 85 de este Código.   

   

Artículo 586.- Sujetos activo y pasivo en el desalojo Pueden 

demandar: el propietario, el arrendador, el administrador y 

todo aquel que, salvo lo dispuesto en el Artículo 598, 

considere tener derecho a la restitución de un predio.   

Pueden ser demandados: el arrendatario, el 

subarrendatario, el precario o cualquier otra persona a 

quien le es exigible la restitución.   

   

Ley Orgánica del Poder Judicial   

Tutela jurisdiccional y debido proceso    



   
5

4 

  

Artículo 7º.- En el ejercicio y defensa de sus derechos, toda 

persona goza de la plena tutela jurisdiccional, con las 

garantías de un debido proceso. Es deber del Estado, 

facilitar el acceso a la administración de justicia, 

promoviendo y manteniendo condiciones de estructura y 

funcionamiento adecuados para tal propósito.    

   

Deberes procesales de las partes    

Artículo 8º.- Todos los que intervienen en un proceso 

judicial tienen el deber de comportarse con lealtad, 

probidad, veracidad y buena fe. Los Magistrados deben 

sancionar toda contravención a estos deberes procesales, 

así como la mala fe y temeridad procesal.   

   

3.2 Doctrina    

   

La Acción como Derecho Fundamental: El Derecho a la   

Tutela Jurisdiccional Efectiva    

-“El artículo 139, inciso 3 de la constitución y el artículo I del 

título preliminar del CPC reconocen el derecho a la tutela 

jurisdiccional efectiva como derecho – principio, 

nominación constitucional de lo que nuestra doctrina supo 

identificar como el derecho de acción”.    

(Chiovenda, 1949: pp. 3-38).    

   

-“La acción es una situación jurídica constitucional que 

confiere a su titular un derecho a un proceso debido 

(adecuado, tempestivo, efectivo y leal), en el que se 

respeten todas las garantías procesales (al contradictorio, 

el juez natural, la prohibición de utilización de la prueba 

ilícita, etc.)”    

(Didier, 2009: p. 176).    
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El Proceso Sumarísimo   

-El proceso sumarísimo como su denominación lo indica, 

es aquel proceso contencioso de duración muy corta donde 

tiene lugar ciertas limitaciones que se traducen en la 

restricción de determinados actos procesales, como 

cuando se permite tan solo los medios probatorios de 

actuación inmediata, tanto en las excepciones como en las 

defensas previas, es decir, es improcedente la 

reconvención, los informes sobre hechos, el ofrecimiento 

de medios probatorios en segunda instancia, la 

modificación y ampliación de la demanda y el ofrecimiento 

de medios de prueba extemporáneos; lo cual está 

orientado, precisamente a abreviar lo más posible el trámite 

del mencionado proceso, a fin de lograr una pronta solución 

al conflicto de intereses de que se trate.   

El proceso sumarísimo se distingue, pues, por la reducción 

de los plazos procesales –más cortos que los procesos de 

conocimiento y abreviado- y por la concentración de las 

audiencias correspondientes en una sola, denominada 

audiencia única, en la cual, inclusive, se produce la 

expedición de la sentencia, salvo que excepcionalmente, el 

juez reserve su decisión para un momento posterior.    

(Hinostroza Mínguez, Alberto, 2017)   

   

-El proceso sumarísimo, está reservado especialmente 

para asuntos de índole sencilla o no compleja en caso de 

asuntos urgentes, cuya cuantía es ínfima, pues así lo 

establece el enciso 4 de la Tercera Disposición Final del 

Código Procesal Civil. Se puede interpretar como el 

proceso de más corta duración en nuestro ordenamiento 

jurídico procesal, caracterizándose por la brevedad de los 
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plazos y por la concentración de audiencias en una sola 

denominada audiencia única  (Castillo & Sánchez, 2014).   

   

El Debido Proceso   

-Regula las relaciones jurídicas entre los sujetos de la 

sociedad para que sea eficaz la defensa de sus derechos, 

es una garantía para alcanzar la paz con justicia, dentro de 

los ordenamientos legales establecidos.   

(Ferreyros Paredes, 1996, págs. 9-11).   

   

-Así, por ejemplo, sobre los contenidos del debido proceso, 

existe una disparidad de criterios de diversos autores 

nacionales y extranjeros que demuestran la diferencia de 

opiniones sobre lo que debe ser considerado como parte 

de este concepto.   

(Rubio Correa, Marcial. Estudio de la Constitución Política 

de 1993. Fondo Editorial PUCP. Lima. 1999. Tomo V.   

Página 59).   

   

La Demanda   

-En palabras de Ovalle Favela, “con la demanda se inicia el 

proceso, en su primera o única instancia (...). A través de 

ella, el demandante somete su pretensión al juzgador, a 

quien solicita una sentencia favorable”.  (Ovalle Favela, 

1980: 47).   

   

Es el acto procesal que da inicio al proceso, es la forma o 

modo de cómo se ejercita el derecho de acción, por tanto, 

entre derecho y acción, existe una relación de derecho a 

ejercicio de derecho, con la presentación de la demanda, 

tiene lugar el inicio de la relación jurídica procesal.    

(Ticona Postigo, 1998, pág. 64).   
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Admisibilidad e Inadmisibilidad de la Demanda   

“La admisión es el acto por el cual el juez acepta la  

demanda  presentada  y  ordena  darle  el  trámite 

correspondiente. Para poder admitir la demanda es 

preciso cumplir con todos los requisitos de forma y de 

fondo establecidos por la ley, esto es, la jurisdicción y 

competencia del funcionario, la capacidad para ser parte 

y para comparecer del demandante y del demandado, 

observar los requisitos de redacción y acompañar todos 

los anexos. En el auto admisorio de la demanda el juez 

toma las medidas necesarias para el saneamiento del 

proceso. Estas se contraen a la adecuación del trámite, 

cuando el indicado por el demandante es equivocado, y 

la integración del contradictorio, o sea, la citación 

oficiosa de todos los litisconsortes necesarios que no 

intervengan como demandantes o demandados. El auto 

admisorio de la demanda, además de este 

pronunciamiento, que es el aspecto principal, de donde 

recibe su denominación, contiene la orden de surtir el 

traslado al demandado o demandados  por  el  término  

señalado  

  para  el correspondiente proceso. Es usual, aunque no 

necesario, por cuanto puede ser materia de decisión 

separada, que en el mismo auto admisorio se reconozca la 

personería otorgada por el demandante a su apoderado”  

(Azula Camacho, 2000, Tomo II: 123-124).   

   

Recurso Extraordinario De Casación   

Remedio procesal extraordinario que procede contra 

resoluciones definitivas, con el efecto de anularlas, dejarlas 

sin efecto, por haber sido dictadas, con infracción al 

derecho positivo o de la doctrina jurisprudencial 
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establecida, con la finalidad de restablecer la vigencia del 

derecho.   

(Monroy Gálvez, 2009, págs. 335-336)   

   

3.3 Jurisprudencia    

-Se trata del recurso de casación, interpuesto a fojas 

seiscientos veintitrés, por doña Mirna Lizbeth Panduro 

Abarca, contra la sentencia de vista, de fojas seiscientos 

diez a seiscientos once, expedida el 8 de abril del 2011, 

por la Sala especializada en lo Civil y afines de la Corte 

Superior de Justicia de Ucayali, que resuelve confirmar la 

sentencia apelada que declara fundada la demanda de 

desalojo por ocupación precaria. El petitorio de la 

demanda está dirigido a que se ordene el desalojo por 

ocupación precaria del inmueble ubicado en el jirón 

Tarapacá N° 663 y 665 de la ciudad de Pucallpa.   

(Cuarto Pleno Casatorio Casación 2195-2011 Ucayali).   

   

-“... El Desalojo [...] es aquél [sic] que tiene por objeto una 

pretensión tendiente a recuperar el uso y goce de un bien 

inmueble que se encuentra ocupado por quien carece de 

título para ello, ya sea por tener una obligación exigible de 

restituir o por revestir el carácter de simple intruso; sólo 

implica la invocación por parte del actor, de un derecho 

personal a exigir la restitución del bien, de manera que no 

puede discutirse controversia o decisión respecto al 

derecho de propiedad o de posesión que puedan arrogarse 

las partes...”.    

(Casación 2160-2004 / Arequipa, publicada en el Diario 

Oficial El Peruano el 31-01-2007, págs. 18648-18649).   
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-“... El desalojo es el instrumento procesal de tutela del 

derecho del propietario para que recupere su inmueble a 

través de una vía sumarísima...”.    

(Casación 978-2007 / Lima, publicada en el Diario Oficial El 

Peruano el 02-12-2008, págs. 23510-23511).   

   

-“... El artículo 911 del Código Civil señala que la posesión 

precaria es aquella que se ejerce sin título alguno o cuando 

el que se tenía ha fenecido; por ende, para que prospere la 

acción [de desalojo por ocupación precaria] es necesaria la 

existencia indispensable de tres presupuestos: a) que el 

actor acredite plenamente ser titular de dominio [sic] del 

bien inmueble [...] cuya desocupación solicita; b) que se 

acredite la ausencia de relación contractual alguna entre el 

demandante y el emplazado; y, c) que para ser considerado 

precario debe darse la ausencia absoluta de cualquier 

circunstancia que justifique el uso y disfrute del bien por la 

parte emplazada...”.   

(Casación 4149-2007 / Junín, publicada en el Diario Oficial 

El Peruano el 29-02-2008, págs. 21589-21591).   

   

-“La demanda es el acto procesal postulatorio que contiene 

la pretensión procesal, y aun cuando dicho acto requiere 

como requisito de admisibilidad que en el petitorio (objeto 

de la pretensión) debe comprenderse la determinación 

clara y concreta de lo que se pide, ocurre que la demanda 

(como mero acto de iniciación procesal) y la pretensión 

procesal (como objeto del proceso) constituyen un todo, 

que deben ser interpretados en conjunto, ya que esta última 

categoría procesal se compone de los siguientes 

elementos: sujetos (actos y demandado), objeto (petitorio) 

y causa (fundamentación fáctica y jurídica) de ahí que el 
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juzgador debe examinar la existencia de la pretensión 

desde el contexto de sus elementos afirmados en la 

demanda a efectos de fallar congruentemente con ella”. 

(Casación 379-99-Cono Norte, El Peruano, 28-09-1999, 

pág. 3608).   

   

-“El recurso de casación es un medio impugnatorio 

extraordinario, pues solo procede en aquellas situaciones 

específicamente establecidas en la ley, encontrándose el 

Tribunal Casatorio limitado a las denuncias que se hayan 

formulado en el mismo y no pudiendo por tanto apreciar 

situaciones ajenas, modificar los hechos establecidos en 

las instancias ni revolver valorando la prueba”. (Casación  

1738 – 2000 – Callao, El Peruano 30 – 04 – 2001 pág.  

7161).   

   

-“La precariedad en el uso de inmueble no se determina 

únicamente por la carencia de un título de propiedad o de 

arrendamiento, debe entenderse como tal la ausencia 

absoluta de cualquier circunstancia que permita advertir la 

legitimidad de la posesión que ostenta el ocupante; en esa 

amplitud de criterio debe interpretarse la norma contenida 

en el art. 911 del CC”.   

(Casación 1818-97).   

   

-“Que, al formular recurso de casación, las demandadas 

refieren que se han infringido los artículos 911 y 923 del 

Código Civil pues los lotes cuyo desalojo se ha ordenado 

son los mismos lotes que ocupan en virtud al documento 

otorgado por la misma entidad demandante, lo que no ha 

sido tomado en cuenta al emitirse la sentencia de vista”.   

(Casación 1537 - 2013 JUNÍN).   
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-“La demandada habita en el predio materia de litigio, en su 

calidad de guardiana, es decir, tiene la condición de 

servidora de la posesión, por lo que resulta evidente que la 

misma tiene la condición de ocupante precario, al no haber 

adjuntado título alguno que justifique una posesión legítima 

sobre el predio materia del presente proceso”.   

(Casación 1008 - 2018 LIMA SUR).   

   

-“Es posesión precaria aquella llamada de facto o 

clandestina, pues el que la ejerce en tal situación no tiene 

título o teniéndolo a fenecido”.    

(Casación 677-96).    

   

   

 4.   DISCUSIÓN    

   

En este tipo de contiendas judiciales debemos aseverar que las 

pretensiones de las partes deben ejercerse en función a los 

requerimientos y formalidades que exige la ley. La pretensión del 

demandado, tiene como objetivo la restitución de su propiedad, lo cual 

es reside en lo correcto. Respecto a los demandados, viéndose 

desamparados y conocedores de su situación, ejercieron su defensa 

poniendo trabas para que el demandante no los retire lo cual en 

primera instancia lograron.   

Cada parte defendió su reclamación de manera afanosa. En cuanto al 

demandado, tenía mejores posibilidades y por mucho. Pero tanto la 

defensa como la pretensión de los demandados no fue de lo mejor y 

su representante legal tuvo gran responsabilidad en que se perdiera 

el caso, aunque no tenían mucho que ganar. Estos se creyeron que 

podrían obtener su cometido aun cuando conocían que no eran los 

propietarios del bien y que no los avalaba ningún título. Concluyo que 
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su pretensión no era correcta porque se había abandonado lo 

establecido por las leyes.    

En el primer intento de la parte demandante, quedo desestimada su 

demanda justamente por incumplir a la normativa hallándole 

observaciones felizmente subsanables que supo enmendar 

oportunamente. Si se llegó a cumplir en la parte del recurrente. Lo que 

corresponde a los demandados fue que tampoco entregaron 

elementos pertinentes para su objetivo, lo cual también alcanzaron a 

subsanar, aunque no fuera suficiente para quedar desairados. Se 

debe comprender que la función jurisdiccional va sujeta al principio de 

legalidad. El juez encargado encontró que los medios probatorios 

entregados por el recurrente Héctor Quispe Ríos requerían ser 

subsanados para que su demanda pudiera proceder. La virtud que 

recae en el recurrente fue su responsable diligencia para realizar las 

correcciones adecuadas.    

Los jueces pueden solicitar un reexamen de los acontecimientos 

realizados en su proceso para decidir con criterio racional y efectivo 

otorgando solución a la incertidumbre jurídica siendo sus sentencias 

establecidas bajo la legalidad constitucional. Los sujetos procesales 

pueden pronunciar los derechos que tienen avalados por la normativa. 

Los órganos jurisdiccionales realizaron una valoración adecuada de 

los medios de prueba de  ambas partes, garantizando su viabilidad. El 

recurso extraordinario de casación fue interpuesto por la 

desesperación de los demandados a perder su ocupación en el 

terreno del demandante. Estos pretendían anular la sentencia que 

daba la razón al señor Héctor Quispe Ríos, en su calidad de 

propietario legitimado del terreno. Pero lamentablemente para sus 

fines, los demandados no pudieron conseguir que el juez de esta 

instancia concediera su petición la cual fue declarada improcedente 

contra la sentencia de vista anteriormente proclamada.   

Para resolver estas controversias, se pueden recurrir a la actuación 

de pruebas de oficio como la inspección judicial, la pericia o el 
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requerimiento de cualquier información registral, puesto que resultan 

importantes para zanjar procesos que contengan derechos reales.   

Para que los jueces puedan remitir sentencias fundadas es necesaria 

su correcta valoración de las pruebas presentadas y de las normas 

que se aplican a los hechos. Los jueces deben expresar criterios 

razonables y objetivos respecto a la actividad probatoria que se 

encuentra inmersa en el proceso.     

   

   

 5.   CONCLUSIONES    

   

   

¿Cumplió el proceso de desalojo los principios procesales 

establecidos en el Código Procesal Civil?    

   

Para conocer la respuesta debemos precisar que los principios 

procesales deben ser comprendidos como los criterios que dirigen la 

estructura y funcionamiento de un procedimiento jurídico, los cuales 

otorgan las directrices para orientar la realización de cada uno de los 

actos procesales que van a lograr una tutela efectiva con la finalidad 

de describir y sustentar la esencia del proceso y para respaldar que 

cuando la ley se aplique a un caso concreto tenga los fundamentos a 

obtener la puntualización de la justicia.   

Todo indica que si se cumplieron estos principios, pero al llegar hasta 

el recurso de casación, se deduce que para cambiar de una instancia 

a otra, en definitiva, algo no se ha cumplido correctamente. Pero, 

¿Qué inspira estos cambios de decisiones resolutorias?    

Lo que conlleva a pasar de una instancia a otra es que un operador 

jurídico diferente al primero, realiza una serie de revisiones a pedido 

de la parte vencida para constatar que el proceso se cumplió 

correctamente, no se omitan detalles ni se permitan injusticias. El juez 

de primera instancia debió haber tenido una buena valoración de los 

medios probatorios aportados por las partes que hubiesen sido 

suficientes para acreditar la titularidad del demandante.   
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La sentencia de primera instancia es un procedimiento judicial 

completo seguido de inicio a fin por un juez o tribunal competente que 

se hace cargo y la sentencia de segunda instancia se realiza ante un 

tribunal superior cuando se haya interpuesto el recurso de apelación, 

que conlleva que lo anteriormente decidido por el juez de primera 

instancia pueda ser revisado por un órgano funcionalmente superior, 

luego de que la parte derrotada en juicio decida usar dicho recurso 

impugnatorio.    

En el presente proceso se ha llegado a determinar que se cumplieron 

con todos los requisitos establecidos en el Código Procesal Civil como 

la admisión de la demanda, que es el comienzo del proceso que busca 

la tutela jurisdiccional a la que todo ciudadano tiene derecho y que 

contiene una petición la cual debe ser resuelta a fin de los 

procedimientos que recauda el mentado Código Procesal Civil, y 

luego de una revisión exhaustiva de cómo se llevó a cabo el proceso 

analizado se concluye si cumplió con lo establecido y la  contestación 

de la demanda.    

El Juez no puede ser solo un espectador y que está en la obligación 

de impulsar el proceso y el deber de impedir y sancionar cualquier 

conducta ilícita, como parte de la actividad procesal. Esa identidad 

jurídica debe existir, entre la sentencia y las pretensiones contenidas 

en la demanda.   

   

VII. Plan de actividades y cronograma. –   

   

ACTIVIDAD   

        

20  

22   

      

MAR   

   

   

ABR   

   

MAY   

   

JUN   

   

JUL   
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1. Selección del Expediente Civil o   

Penal   

X               

2. Revisión Bibliográfica   X               

3. Revisión y corrección del trabajo 

de Suficiencia Profesional   
   X            

4. Recopilación de la información         X   X      

5. Asesorías         X   X      

6. Informe de los Asesores            X      

7. Entrega del Trabajo de   

Suficiencia Profesional   

         X   X   

8. Correcciones               X   

9. Presentación y sustentación               X   
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